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CONSTITUCION  POLITICA
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CIUDADANOS DIPUTADOS SECRETARIOS
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P R E S E N T E:

Los suscritos diputados Miguel Ángel León Corrales, Juan Carlos de la Torre González y Samuel Romero Valle, integrantes de la Quincuagésima Quinta Legislatura, en uso de las atribuciones que nos confieren los artículos 28, fracción I, de la Constitución Política y 31, fracción VI, 87 y 94 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, ambos ordenamientos del Estado de Jalisco, eleva a la consideración de esta H. Asamblea Legislativa la siguiente iniciativa de decreto que contiene la “Ley de Fiscalización Superior del Estado de Jalisco” y deroga el Reglamento Interno de la Contaduría Mayor de Hacienda, contenido en el decreto 14389, publicado el 03 de diciembre de 1991, en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco”, en complemento además a la iniciativa de decreto que por separado se presenta, relativo a las modificaciones y adiciones que se formulan respecto del artículo 35, fracción IV, XXV y XXXI, de la Constitución Política de Jalisco, que den vida a la nueva entidad de fiscalización superior, Zeus e propone se denomine “La Auditoría Superior de Jalisco”, así como a sus atribuciones, procedimientos y demás aspectos que permitan contar con una entidad cuyas características legales permitan enfrentar con éxito los retos que enfrentará en el siguiente milenio la fiscalización superior en nuestro estado, para lo cual nos permitimos hacer la siguiente:
EXPOSICION  DE  MOTIVOS

Conscientes que en nuestro tiempo uno de los más importantes retos para el Estado, es el de lograr en forma permanente la actualización de su estructura jurídica para que ésta sea acorde con el perfil de las sociedades contemporáneas en las que la dinámica, la pluralidad y el desarrollo vertiginoso de las mismas superan en ocasiones los dispositivos legales que las rigen. 
Por ello, se propone se derogue el Reglamento Interno de la Contaduría Mayor de Hacienda, contenido en el decreto 14389, publicado el 03 de diciembre de 1991, en el Periódico Oficial  “El Estado de Jalisco”, para dar paso a un nuevo ciclo en la fiscalización superior y crear la “Ley de Fiscalización Superior del Estado de Jalisco”, que contenga el marco jurídico para llevar a cabo con mayor eficacia sus tareas de fiscalización de la entidad de fiscalización superior.
En estos tiempos de fin de milenio, en que los países en vías de desarrollo como el nuestro consolidan un importante proceso de transición a la democracia, el tema de la fiscalización superior adquiere fundamental trascendencia, debido a que no puede consolidarse la democracia mientras no exista un órgano superior autónomo encargado de fiscalizar las cuentas públicas de los poderes Ejecutivo. Legislativo y Judicial del Estado.
En este sentido, la fiscalización superior tiene responsabilidades fundamentales que debe cumplir mediante la investigación de su entorno, la capacitación técnica y ética de sus recursos humanos, así como la actualización de los demás elementos para ampliar su cobertura material.
Hoy, que el impulso democrático marca una oportunidad, las transformaciones se están dando en forma evidente; es por ello que se considera que están dadas las condiciones para allanar la resistencia al cambio, por lo que es impostergable que en Jalisco se establezcan las bases legales para la existencia de la nueva entidad de fiscalización superior. 
Se ha dicho y con razón, que la finalidad última de la fiscalización, es fomentar la aplicación correcta de los recursos públicos y aplicar las prácticas administrativas sanas en todos los ámbitos de la administración pública y en el caso concreto de nuestra entidad, por parte de los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, así como de los municipios y de los entes públicos de índole estatal o municipal. 
Tanto en el ámbito nacional cuanto en el local, hay una demanda reiterada para que la rendición de cuentas sea fluida y transparente. Esto conlleva toda una cultura tanto para quien informa, como para la sociedad que recibe los resultados de la acción de gobierno. 
Las tareas que deberá desempeñar la nueva entidad de fiscalización superior, ciertamente no son sencillas, demandan fortaleza, para vencer inercias y presiones; profesionalismo, para actuar con seriedad y visión; probidad de parte de quienes laboren en dicho órgano, para hacer un ejemplo de lo que se predica; y, sobre todo, un incondicional respeto al derecho, habida cuenta que actuar al margen de las disposiciones jurídicas por exceso u omisión, colocaría a la entidad de fiscalización superior en grave contradicción.
Por otra parte, en cuanto al contenido de la iniciativa de decreto que se somete a consideración a la Asamblea del H. Congreso del Estado, la misma contempla siete títulos, el primero relativo a disposiciones generales, con un capítulo único; un título segundo, relativo a las cuentas públicas, su revisión y fiscalización superior, que contiene tres capítulos, el primero que trata en forma exclusiva del contenido y naturaleza de las cuentas públicas; el segundo de la revisión y fiscalización superior de las propias cuentas públicas y el tercero, del informe del resultado de la revisión y fiscalización superior de dichas cuentas.
En el Título Tercero, se contemplan diversos capítulos en los que se hace referencia, en el primero de ellos, a la determinación de los posibles daños y perjuicios que se causen a la hacienda pública; en el segundo, para regular todo lo relativo al fincamiento de responsabilidades resarcitorias; a su vez en el capítulo tercero, se establece el procedimiento para el fincamiento de las citadas responsabilidades; en el capítulo cuarto se introduce un medio de impugnación que pueden hacer valer las entidades auditadas, por conducto de sus representantes legales o titulares, mediante el recurso de revocación, el que incluso es opcional dado que bien pueden hacer valer el juicio establecido en la Ley de Justicia Administrativa; y finalmente, dentro de dicho título se incorpora un capítulo quinto relativo a la prescripción de las responsabilidades.
En el Título Cuarto, se incluye un capítulo único para regular todo lo relativo a las relaciones formales que tendrá la entidad de fiscalización superior con la Comisión de Inspección del Congreso del Estado.
De especial relevancia es el Título Quinto, en donde se incluye todo lo relacionado con la auditoría superior del estado, en lo que se refiere a la integración y organización, atribuciones y requisitos para ser titular del mencionado órgano de fiscalización superior. 
A su vez, en el Título Sexto, en un capítulo único, se establecen diversos preceptos que tienen que ver con la capacitación profesional de los integrantes de la auditoría superior de Jalisco, de tal manera que se instituye un instituto para la capacitación de la fiscalización superior, como un aspecto medular para fortalecer tanto el profesionalismo cuanto el servicio civil de carrera de los servidores públicos que laboren en dicha entidad o que tengan aspiraciones a incorporarse a la misma.
Finalmente en el Título Séptimo, que en un capítulo único aborda lo relativo a la existencia de un consejo consultivo social, como parte importante de la indispensable vinculación que debe existir entre la auditoría superior de Jalisco y los diferentes sectores representativos de la sociedad jalisciense, de tal manera que formen parte del mismo las instituciones de educación superior existentes en nuestra entidad, los colegios de profesionistas registrados ante la Dirección de Profesiones del Estado, cámaras y confederaciones de cámaras que manifiesten su intención de formar parte del mismo, con la finalidad de contribuir en forma honorífica y mediante la emisión de recomendaciones al fortalecimiento de al fiscalización superior en nuestra entidad. 
En síntesis, la iniciativa de decreto que se somete a consideración del Pleno del Congreso del Estado, consta de 87 artículos que se encuentran diseminados en los títulos y capítulos antes mencionados, así como de ocho artículos transitorios. 
Mediante las atribuciones que se proponen a la Auditoría Superior del Estado, se da un paso con el ánimo de fortalecer la fiscalización superior al dotarla de nuevas facultades realmente efectivas y plenas, al no reducirla a la pobre actuación de verificación del ingreso y del egreso, tampoco con el ánimo inquisitorial de sojuzgamiento, sino con el deseo de que cumpla un cometido de valuación integral del desempeño de la gestión pública, puesto que pública es la acción y públicos los efectos que produce su actuación. Por esa única razón existe como tal, y justifica su fortalecimiento y su institucionalización.
Una de las cosas que merece llamar la atención, en congruencia con la reforma constitucional, es la de dotar realmente a la entidad superior de fiscalización de autonomía funcional y orgánica dentro del contexto de designación del servidor público encargado de su desempeño, pero que no podría sustraerse de las acciones de otros órganos que fiscalización para su nombramiento, porque si no, tendría que recurrirse al esquema de elección y politizar a esta institución, lo cual no es concebible. Entonces se propone reglamentar el procedimiento para la designación mediante convocatoria pública como una medida de democratizar su elección.
Se destaca por otra parte, como un aspecto medular las funciones y atribuciones de la nueva entidad con la finalidad de que verdaderamente cumpla el fin último de su actividad de fiscalización integral. Lo primero que se tenía que salvar era que en la parte material de la acción atributiva, debería haber una revisión, una fiscalización completa de la gestión pública. Y decir gestión pública no se limita a la parte de lo que es la expresión numérica de la política económica-financiera, porque si a eso se limitara sería también pobre la actuación de fiscalización, sino en verificar y constatar que la acción pública fuera eficiente, pero también eficaz, y que lograra los objetivos y las metas de lo que constituye la esencia de la función pública, no sólo la legislativa, judicial o ejecutiva ni administrativa, sino la gestión integral que no se limita ni se circunscribe únicamente al dinero, porque sería verdaderamente acotadísima la verificación y constatación, y por ello los contenidos que abarcan las atribuciones fiscalizadoras son; ingreso egreso, evaluación de la actividad programática del Estado, que no se proponga fines mediante un plan, como metas, como objetivos y una actividad programática como instrumentadora para lograr esos objetivos y esas metas que son finalmente atribuciones que están en la norma suprema, en la Constitución. De manera que el objetivo de la acción fiscalizadora, comparada como se encuentra actualmente, se propone ampliarla considerablemente. 
De especial relevancia, por su trascendencia que ello representa, en la iniciativa de ley que se propone se prevé un esquema de revisión durante el ejercicio de la acción de la gestión pública bajo el esquema de los informes del avance de la gestión financiera, que la ley determina que sean de índole semestral.  
Hoy en día los programas institucionales, especiales, sectoriales, que prevé la Ley del Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público del Estado, se conocen y se presentan cuando se formulan. Se archivan y se sacan cada año, para elaborar el Proyecto de Presupuesto de Egresos. Le asignan cualquier meta y la entidad fiscalizadora ni cuenta se da, ni puede verificar ni constatar, porque se tendría que sumergir a lo más profundo, y eso le llevaría muchas horas, muchos meses de infructuoso esfuerzo
La revisión tienen como propósito: primero, evaluar cómo va el desempeño de la gestión; segundo, que la entidad fiscalizadora tenga la oportunidad de rectificar, de dar señalamientos de rectificación de la acción gubernamental, porque no nada más va a verificar y constatar algo, sino a evaluar la acción de los poderes del Estado y también permitir una corrección en su quehacer. No se va a limitar únicamente a la parte de la contabilidad, ya que sería muy limitada, muy pobre la acción.
Se prevé tanto en la reforma constitucional, cuanto en la iniciativa de ley que haya una revisión con base en los informes y a partir de ellos; extraordinariamente se podrán hacer inspecciones, verificaciones, constataciones con base en las investigaciones provenientes de denuncias o quejas que surgieran de cualquier instancia y que den lugar precisamente a la posibilidad de una acción fiscalizadora específica durante la gestión. 
La cuenta pública es una especie de balance del quehacer de la gestión del Estado en un tiempo determinado, que coincide con el año calendario, porque se hacen revisiones sobre actividades programáticas que inician y concluyen, pero no con base en un lapso convencional de un año calendario, que a fuerza de cierra, y por eso la ley del Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público exige programas anuales en que se materializa la actividad programática institucional sectorial en un año. 
Se propone en este proyecto que la cuenta pública sea presentada por conducto de los titulares de los poderes del Estado, así como que también se fiscalizará al Poder Legislativo y al Poder Judicial, con la finalidad de revisar si los poderes alcanzaron con eficacia los objetivos y metas fijados en los programas y subprogramas aplicados de acuerdo a su presupuesto de ingresos y egresos. 
Finalmente se propone que la nueva Entidad de Fiscalización Superior cuente con facultades para fincar responsabilidades, dado que en la actualidad la Contaduría Mayor de Hacienda carece de ellas, ya que tan sólo formula recomendaciones y elabora un pliego de observaciones. En efecto, con la propuesta en cuestión se dota a la nueva entidad con facultades de decisión y de imposición de responsabilidades, cuando se afecte el patrimonio de la hacienda pública y la Auditoría Superior hará valer la resolución vinculante jurídicamente en relación con la decisión de la entidad. Este es desde luego un avance importante.
También tendrá otras facultades adicionales para lograr la autonomía. La entidad va a tener autonomía presupuestaria y de gestión. 
En tales condiciones, en forma conjunta con esta ley, se propone por separado reformas al artículo 37, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, para definir el ámbito de competencia que tendrá la Comisión, numeral 44, inciso c), que instruye a que el órgano técnico coordine todo lo referente a la expedición y distribución de las formas valoradas y que se deroguen los artículos 141 y 142 de la citada ley, dado que las facultades que en dichos numerales se contemplan se incluyen en la presente ley.
La Comisión ya no va a poder decirle a la Contaduría, cuales entidades auditará, va a tener autonomía suficiente para decir cómo, cuándo y qué tipo de auditorias va a realizar, será posible hacerle alguna recomendación, pero no se le podrá obligar a que acate la decisión de la Comisión de Inspección. 
Va a tener autonomía orgánica, ahora se tiene que participar hasta en la aprobación de servidores públicos de la Contaduría de cualquier nivel. 
Al señalar que tendrá autonomía presupuestal, o sea que la entidad mandará al Congreso, como lo hace la Comisión Estatal de Derechos Humanos, el Consejo Electoral, el Poder Judicial del Estado, su proyecto de presupuesto. 
Finalmente, como corolario de todo lo expuesto en relación con esta  nueva institución, hablamos de la gran autonomía funcional, propia de la nueva entidad; propia, no delegada, no derivada, sino original. Eso tiene una trascendencia enorme.
Se hace el señalamiento de estos antecedentes, porque es imprescindible ubicar un contexto en que ocurren las demandas sociales y políticas de cambio y los esfuerzos legislativos por adaptarse a los nuevos tiempos. 
El fortalecimiento de la función de la fiscalización superior, es sin duda alguna, tema prioritario de la agenda de la reforma del Estado, cuyo análisis y discusión, por sus notorias implicaciones sociales involucra a todos los actores políticos y servidores públicos, especialistas, académicos y, por supuesto, a los ciudadanos y sus organizaciones representativas. En última instancia, el contar con un  gobierno eficiente y transparente es un asunto de interés general que a todos beneficia.
Es de considerarse que mediante la creación de la entidad de Fiscalización Superior del Estado, representará un hecho, sin lugar a dudas, trascendental en la vida democrática del Estado. Situación del  todo indispensable, a fin de institucionalizar formalmente la función de fiscalización de los recursos públicos, en protección de los intereses de la población del Estado de Jalisco, en respuesta a sus constantes y válidas demandas de tomar cada día más transparentes el manejo y aplicación de los recursos públicos, que con mayor frecuencia se tornan más escasos, dada la creciente necesidad de satisfacer de manera oportuna y eficiente, la obligación por parte de las instituciones encargadas de tal tarea en cuanto a servicios públicos se refiere.
Corresponde ahora, porque se hace inminente, la modernización de los marcos normativos del Estado, en cuanto a esta materia se refiere, para trasladar a estas las bondades propias de las reformas que se proponen por separado a la Constitución Política del Estado de Jalisco, y de esta manera estar en concordancia con la legislación federal, dando respuesta a las exigencias sociales en el sentido de hacer más profesional y eficiente la revisión y fiscalización de los recursos públicos, haciéndolos más claros y transparentes en cuanto a su manejo y aplicación por parte de los servidores públicos encargados de ello. 
Lo que verdaderamente interesa a la sociedad, al final de cuentas, es la existencia de un control que garantice que los recursos públicos sean utilizados de manera óptima y transparente y que los actos de los servidores públicos se rijan en términos de la ley, y en caso de encontrarse irregularidades o conductas deshonestas, se tenga plena seguridad de que serán sancionadas siempre por encima de cualquier otro interés. 
De igual forma, a la nueva Entidad de Fiscalización Superior se le impone un reto, el cual con el marco legal que se propone, necesariamente deberá ser afrontar con profesionalismo, capacidad y sobre todo imparcialidad, haciendo vigente el carácter de la autonomía técnica y de gestión que se propone otorgar a éste, en el desempeño de sus funciones, tarea no fácil, pero tampoco imposible, pues se tendrán que desterrar viejas inercias que afectarán a intereses partidistas, de grupo o individuales que pretenderán sus subsistencia, ante ello, no queda más que asumir con energía la nueva línea que se ha trazado, que será indudablemente la de dar respuesta a la ciudadanía en un honesto y transparente control, manejo y aplicación eficiente de los recursos públicos que son de todos.
Por lo antes expuesto, sometemos a la consideración de la Asamblea la siguiente: 
INICIATIVA DE DECRETO EN LA QUE SE CREA LA LEY DE FISCALIZACION SUPERIOR DEL ESTADO DE JALISCO.
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